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EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN DE ALTA DIRECCIÓN   (1/2) 
1.1 CAUSAS  
El contrato de trabajo especial de alta dirección puede extinguirse por las siguientes causas: 
• Por voluntad del alto directivo (art. 10 RD 1382/1985). 
• Por desistimiento del empleador (art. 11.1 RD 1382/1985). Entre estas causas de extinción, cabe 
señalar la prevista legalmente en el art. 65 de la LC, cuando la empresa se encuentra en 
concurso de acreedores. 
• Por despido (art. 11.2 RD 1382/1985). 
• Por las demás causas y mediante los procedimientos previstos en el Estatuto de los 
Trabajadores (art. 12 RD 1382/1985 y arts. 49 y ss. ET). 
 
1.2 EXTINCIÓN POR VOLUNTAD DEL ALTO DIRECTIVO SIN CAUSA: LA DIMISIÓN 
El alto cargo puede extinguir libremente su contrato, sin necesidad de incumplimiento empresarial, 
y sin necesidad de acción judicial, a diferencia de la extinción prevista en el art. 10.3 RD 1382/1985 
(STS 30-5-1991 [RJ 1991, 3929]; STSJ Madrid 13-4-1992 [AS 1992, 2139]). Su única obligación en tal 
caso es la de preavisar al empresario con antelación suficiente (art. 10.1 y 2 RD 1382/1985): 
1) Como mínimo deberán mediar tres meses entre la fecha en que comunique su decisión y la fecha 
en la que se pretende que la extinción tenga efectos. 
2) El plazo de preaviso podrá ser de hasta seis meses, si así se establece por escrito en los contratos 
celebrados por tiempo indefinido o en los que tengan una duración superior a cinco años. 
3) En caso de incumplimiento total o parcial del deber de preaviso, el empresario tendrá derecho a 
una indemnización equivalente a los salarios correspondientes a la duración del período incumplido.   
 
La doctrina judicial ha venido admitiendo el pacto recíproco de renuncia a indemnización por falta 
de preaviso (STSJ Galicia 14-4-2000 [AS 2000, 987), al considerar que la renuncia debe considerarse 
válida y eficaz, porque la relación laboral especial de alta dirección se regula por la voluntad de las 
partes y si éstas, libremente, y sin ningún vicio en el consentimiento prestado, de los previstos en el 
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art. 1265 CC, han estipulado un pacto recíproco de renunciar a la indemnización en el caso de falta de 
preaviso, dicho pacto ha de considerarse válido, en virtud del principio de libertad de contratación 
consagrado en el art. 1255 CC, que proclama el principio de autonomía de la voluntad. 
A la indemnización pactada por dimisión del alto directivo, no le es aplicable los intereses 
moratorios previstos en el art. 29.3 del ET sino los del Código Civil, ya que los primeros se limitan a las 
partidas salariales y no a las extrasalariales (STS 15-11-2005 [RJ 2006, 1241]).     
1.3 EXTINCIÓN POR VOLUNTAD DEL ALTO DIRECTIVO POR LAS CAUSAS DEL ART.10.3.RDPAP 
1.3.1 Causas 
El alto cargo podrá extinguir el contrato fundándose en alguna de las siguientes causas (art. 10.3 RD 
1382/1985): 
1) Modificaciones sustanciales en las condiciones de trabajo que redunden notoriamente en 
perjuicio de su formación profesional, en menoscabo de su dignidad, o que sean decididas con grave 
trasgresión de la buena fe por parte del empresario. 
El precepto exige que el perjuicio a la formación profesional sea notorio, lo que sugiere una 
especial gravedad o intensidad. Seguramente, la dicción hay que entenderla referida a “una 
auténtica lesión grave en el proyecto profesional del alto cargo”. Prueba de la dificultad antes 
aludida para apreciar una modificación notoriamente perjudicial para la formación profesional 
del trabajador es que la jurisprudencia ha negado la existencia de modificación sustancial, a 
efectos del art. 10.e RDPAD, cuando lo que se produce es una revocación de las funciones 
directivas desempeñadas por el trabajador y el mantenimiento de la relación laboral con la 
empresa, pasando el trabajador a realizar funciones ordinarias. Dicho de otra manera, no 
existe atentado a la formación profesional del alto directivo cuando el empresario decide su 
recolocación en el puesto de origen, tras el desempeño de un cargo de confianza.  
Más habituales en la práctica son los supuestos de atentado a la dignidad del alto directivo. 
Como es conocido, con carácter general, una modificación sustancial supone un menoscabo de 
la dignidad del trabajador cuando constituye un “notorio deterioro de prestigio personal, 
laboral, social y económico –al menos en perspectiva futura- de quien así se ve tratado por la 
empresa”. La doctrina ya ha advertido que, en el desarrollo del trabajo de alta dirección puede 
producirse más atentados a la dignidad que en el de un trabajo ordinario.  
En cuanto al plazo que el alto directivo tiene para interponer la correspondiente acción 
judicial, a salvo del plazo de tres meses, específicamente señalado en el apartado d) del art. 
10.3 RDPAD para la causa extintiva prevista en el mismo, habrá que estar al plazo de 
prescripción de un año del art. 59.1 ET: Tal conclusión se desprende de al remisión que el art. 
15.3 RDPAD efectúa a favor de aquel precepto del ET en materia de prescripción de acciones y 
del hecho de que éste viene siendo el plazo reconocido por la mayoría de la doctrina y la 
jurisprudencia para el ejercicio de la acción resolutoria ex art. 50 ET. 
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2) Falta de pago o retraso continuado en el abono de salario pactado. 
La falta de pago ha de ser de entidad tanto desde un punto de vista cuantitativo como 
temporal. Se puede hablar de falta de pago cuando el incumplimiento empresarial de la 
prestación salarial ha comprendido un tramo temporal suficientemente relevante 
(normalmente, varios meses) como para poner de manifiesto una actitud del empresario 
rebelde al cumplimiento. 
El retraso ha de ser continuado por consiguiente, no basta una impuntualidad esporádica u 
ocasional en el pago periódico del salario, sino que ésta ha de ser grave; es decir, reiterada y 
persistente, de tal forma que la gravedad del incumplimiento se manifieste por una conducta 
continuada infractora del deber de abono puntual de los salarios debidos. 
Ahora bien, es irrelevante la ausencia de culpa en la conducta incumplidora del empresario 
(frecuentemente determinada por dificultades financieras).  Y ello aunque en el caso de la Alta 
Dirección pueda ser factible que las dificultades o reveses financieros que atraviesa la 
empresa, generadoras de la mora debitoris del empleador, precisamente hayan sido 
propiciados por una desafortunada gestión de alto directivo. 
También los incumplimientos del empresario, relacionados con el pago de las prestaciones 
en especie a las que se encuentre obligada, pueden generar esta causa extintiva, ya se 
presenten en estado puro o acompañados de simultáneos incumplimientos referidos al salario 
en metálico. Evidentemente, habría que estar, de nuevo a la concurrencia o no de la gravedad 
del incumplimiento. 
 
3) Cualquier otro incumplimiento grave de las obligaciones empresariales, salvo en los casos de 
fuerza mayor, en los que no procederá el abono de indemnizaciones (aunque la extinción, 
implícitamente, es posible). 
Comprende el incumplimiento de cualquier obligación, frente al trabajador; esto es, 
independientemente de si dicha obligación emana del contrato o de un precepto legal. 
De aquí que, por una parte, se hayan de entender incluidos en el art. 10.3 c) los 
incumplimientos empresariales de los pagos delegados de prestaciones de Seguridad Social y 
las mejoras voluntarias de la acción protectora y, por otra, se excluyan los relacionados con las 
obligaciones empresariales de afiliación, alta o cotización. 
La norma efectúa una referencia expresa a la no procedencia del abono de las 
indemnizaciones en los supuestos de fuerza mayor, lo cual  parece que posibilita que en caso 
de que l alto directivo decida solicitar la  extinción de su  contrato de trabajo, no procederá  el 
pago de la indemnización cuando el juez aprecie la fuerza mayor como determinante del 
incumplimiento empresarial.  Lo cual significa que deberá apreciarse la existencia de nexo 
causal entre dicha situación impeditiva y el incumplimiento empresarial. 
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No será preciso respetar ningún plazo de preaviso en el supuesto de incumplimiento 
contractual grave del empresario, en el que no será preciso respetar ningún plazo de preaviso. 
4) La sucesión de empresa o un cambio importante en la titularidad de la misma, cuando tenga 
por efecto una renovación de sus órganos rectores o en el contenido y planteamiento de su actividad 
principal, siempre que la extinción se produzca dentro de los tres meses siguientes a la producción de 
tales cambios. 
El precepto exige la concurrencia simultánea de dos presupuestos. En primer lugar, que tal 
cambio tenga por efecto una renovación de los órganos rectores de la empresa o en el 
contenido de su actividad: y, junto  a ello, que la extinción del contrato se produzca dentro de 
los tres meses siguientes a la producción de tales cambios. 
El fundamento de semejante previsión se encuentra, nuevamente, en la recíproca confianza, 
necesaria para el normal desarrollo de la relación laboral de alta dirección, y que puede 
haberse visto deteriorada a consecuencia de tales circunstancias. 
No es preciso, pues, que concurran ambos factores simultáneamente. Para generar la causa 
extintiva basta que el cambio de titularidad desencadene cualquiera de ellos. 
Parece que con dicho condicionante la norma pretende evitar que el alto directivo pueda 
pretender la resolución indemnizada de su contrato una vez transcurrido un tiempo suficiente 
como para entender su conformidad o aquiescencia con los cambios producidos en los 
órganos rectores de la sociedad o en la línea de orientación de la empresa. Se trata, en 
definitiva, de atribuir el alto directivo un plazo razonable para que decida la extinción o no de 
su contrato, en función de si los cambios producidos van a afectar de manera importante a la 
confianza en la que se sustenta su relación laboral. 
Si el alto directivo no extingue su relación laboral en los 3 meses posteriores a los cambios 
operados en su empresa, dado que no operan las garantías recogidas en el artículo 44 del E.T. 
para el supuesto de una sucesión de empresa, esto es, la subrogación empresarial del nuevo 
empresario en los derechos y obligaciones laborales del anterior y que se  aplica 
supletoriamente la legislación civil, a cuyo tenor los contratos sólo producen efecto entre las 
partes que los otorgan y sus herederos,  las indemnizaciones pactadas (y el contrato en 
general) no vincularán al empresario que sucede.  En consecuencia, el alto directivo, perderá 
su blindaje indemnizatorio, salvo que expresamente se haya pactado entre el nuevo 
empresario y alto directivo su vigencia. (STSJ Canarias de 19-10-1995 Y 21-5-1996, de 
Andalucía de 3-1-1997 y de Aragón de 21-10-2002). 
Esta causa de extinción no operará cuando así se pacte en el contrato. El RD 1382/1985 (RCL 
1985, 2011), no se remite al régimen de subrogación empresarial previsto en el Estatuto de los 
Trabajadores (art. 44 ET), por lo que deberá ser aplicada Esta causa de extinción no operará 
cuando así se pacte en el contrato. El RD 1382/1985 (RCL 1985, 2011), no se remite al régimen 
de subrogación empresarial previsto en el Estatuto de los Trabajadores (art. 44 ET), por lo que 
deberá ser aplicada la legislación civil (STSJ Canarias 19-10-1995 [AS 1995, 4023] y STSJ 
Canarias 21-5-1996 [AS 1996, 1626]). 
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1.3.2 Procedimiento y efectos 
El artículo dice textualmente que el Alto Directivo “podrá  extinguir” el contrato. ¿Quiere ello decir 
que la resolución indemnizada del contrato de alta dirección por incumplimiento del empresario se 
puede producir extrajudicialmente? 
La jurisprudencia del TS y la doctrina en suplicación han descartado de manera tajante esta opción 
interpretativa. Para estos pronunciamientos, el art. 10.3 RDPAD no reconoce un derecho autónomo 
del alto directivo a extinguir la relación laboral y percibir la correspondiente indemnización, en tanto 
la concurrencia de las causas extintivas ha de ser valorada en cada caso por el juez. En consecuencia, 
el alto directivo debe interponer la correspondiente acción judicial y mantenerse en su prestación de 
servicios hasta que se dicte sentencia judicial que declare extinguido el contrato de alta dirección. De 
aquí que la sentencia que estime la procedencia de la extinción solicitada por el alto directivo tenga 
efectos constitutivos. 
La necesidad de pronunciamiento judicial para la extinción del contrato comporta un importante 
efecto: si el alto directivo decide cesar en su puesto de trabajo, por entender que ha existido un 
incumplimiento del empresario y, a continuación, reclama el abono de al indemnización, no podrá 
prosperar la acción judicial, ya que el contrato de alta dirección se habrá extinguido por causa de 
abandono. 
El único supuesto en el que el cese en la prestación de servicios no generaría tal efecto sería aquel 
en el que el alto directivo acreditase que la interrupción de la prestación de trabajo tuvo lugar por 
circunstancias excepcionales de peligro o vejación física o moral para el trabajador. circunstancias que 
el alto directivo debe acreditar puntillosamente por su marcado carácter excepcional. 
También para la jurisprudencia constituye una excepción a la necesidad de pronunciamiento 
judicial, el mutuo acuerdo de las partes, es decir, que el empresario acepte extrajudicialmente la 
extinción pretendida por el alto directivo. En tal caso, si el empresario, pese a aceptar la existencia de 
la causa extintiva, no abona la indemnización, el alto directivo podrá acudir al procedimiento 
ordinario para exigir su percepción, sin que su cesación en la prestación de servicios se pueda 
entender como dimisión. 
Como puede imaginarse, en una relación especial de alta dirección resulta especialmente gravoso 
para el alto directivo (si acaso más que para el trabajador común) tener que mantenerse en su 
prestación de servicios mientras se sustancia la acción judicial.  
Seguramente por este motivo, son escasos los pronunciamientos judiciales dictados en torno a este 
supuesto extintivo. De entre ellos, a su vez, son pocos aquellos en los que el trabajador haya esperado 
hasta que se dictase el fallo que reconociese al procedencia de al resolución por él instada. 
1.3.3 Indemnización en estos supuestos 
El artículo 10.3 RDAD señala que en estos supuestos, la indemnización a la que tiene derecho el 
Alto Directivo será a “las indemnizaciones pactadas, y en su defecto fijadas en esta norma para el caso 
de extinción por desistimiento del empresario”. 
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Llama la atención que el precepto estipule esta indemnización prevista para el desistimiento que es 
menor que la prevista para el despido improcedente, tal y como dispone el art. 50.2 ET. Resulta 
criticable que la norma estipule una indemnización tan escasa para un supuesto de extinción 
contractual que, a la hora de la verdad, viene a constituir el reverso del despido disciplinario, y de aquí 
que se venga conociendo como “despido indirecto” o “provocado”. 
No obstante lo anterior, en algunas sentencias la jurisprudencia ha respaldado una interpretación 
finalista de la voluntad de las partes que permita la percepción por el alto directivo de una 
indemnización mayor que la ínfima prevista para el desistimiento. De esta manera, se ha entendido 
aplicable a los supuestos de extinción del contrato a instancia del trabajador la cláusula 
indemnizatoria pactada para el despido improcedente. Para llegar a semejante conclusión se han 
barajado dos razones: una, que el término ”improcedentemente” no puede ser entendido como una 
referencia exclusiva al despido disciplinario sino como alusiva a cualquier extinción de la relación 
laboral que se haya efectuado sin contar con la voluntad del trabajador y que no haya sido causada 
por un incumplimiento grave de éste: otra, que si el despido sin causa o con causa insuficiente 
conduciría al abono de la indemnización pactada, con mayor motivo deberá pagarse la misma 
indemnización cuando la extinción del contrato se haya debido a incumplimientos graves del 
empleador. 
1.4 EXTINCIÓN POR DESISTIMIENTO DEL EMPRESARIO 
El desistimiento es una causa extintiva característica de la relación laboral especial de alta dirección 
y, hasta cierto punto, excepcional, habida cuenta que la legislación laboral ordinaria no reconoce la 
sola voluntad del empresario como causa válida para la extinción del contrato de trabajo. A diferencia 
del despido disciplinario, no se trata de una sanción impuesta por el empresario con fundamento en 
una determinada causa que debe ser acreditada (un incumplimiento grave y culpable del trabajador) y 
ello porque la causa del desistimiento (cualquiera que ésta sea) no tiene por qué ser expresada por el 
empresario, ni siquiera conocida por el alto cargo. 
En este tipo de relación laboral, la confianza recíproca de las partes va ligada indisolublemente a la 
continuidad de la relación de trabajo. 
1.4.1 Límites del desistimiento 
Las anteriores consideraciones permiten corroborar que la validez del desistimiento empresarial, 
pese a la irrelevancia general de los motivos que lo inspiran, debe ser examinada  a la luz de su 
adecuación con la protección constitucional de los derechos fundamentales y del derecho a la no 
discriminación del trabajador directivo. El problema, como es sabido, es de prueba. 
Para acreditar ante el órgano judicial que el desistimiento se ha efectuado en vulneración al 
derecho a la no  discriminación o de algún derecho fundamental hay que acudir, en este ámbito, al 
conocido sistema de prueba indiciario. Como es sabido, de acuerdo con el mismo, al trabajador le 
corresponde la carga de introducir indicios de lesión a alguno de los derechos citados. Puestos dichos 
indicios en evidencia , el empresario tendrá que acreditar la proporcionalidad de la medida extintiva; 
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esto es, que el desistimiento obedecía a razones objetivas y razonables y no se ha hecho valer por 
causas ajenas al propio trabajo (arts. 96 y 179.2 LPL). 
Por lo que respecta a los efectos del desistimiento efectuado por causa de discriminación o en 
lesión de determinados derechos fundamentales, se ha de imponer la regla de la nulidad por analogía 
de lo dispuesto por el art. 11.2 RDPAD, en relación con el art. 55 ET para el despido disciplinario. 
Tal desistimiento producirá los mismos efectos que los previstos en el art. 11.3 para el despido nulo 
del alto directivo: el empresario y el alto directivo acordarán si se produce la readmisión o el abono de 
la correspondiente indemnización, entendiéndose, en caso de desacuerdo, que se opta por el abono 
de esta última. 
1.4.2 Causa del desistimiento: la posible confluencia con el despido disciplinario 
Podría cuestionarse la validez del desistimiento efectuado en aquellos casos en que el empresario 
recurre al mismo para extinguir el contrato de trabajo como alternativa al despido disciplinario; esto 
es, cuando  mediando un presunto incumplimiento grave y culpable del alto directivo y, conocido 
dicho incumplimiento por el empresario, éste procede a desistir del contrato en los términos del art. 
11.1 RDPAD. 
Se trata de supuestos que la doctrina ha venido identificando como “desistimiento simulado” que, 
por otra parte, pueden plantearse no sólo en relación con el despido disciplinario,  sino también con 
cualquier otra causa extintiva que pudiera ser instada por el empresario (singularmente, despido 
objetivo, colectivo, o por fuerza mayor). 
Tal y como ha manifestado, algún pronunciamiento de la doctrina en suplicación “la existencia de 
previsiones indemnizatorias diversas puede propiciar que el empleador se acoja al desistimiento aun 
hallándose en la base de su decisión el convencimiento de la existencia de un incumplimiento 
contractual muy grave, pero en tal caso ni padece el crédito profesional del alto cargo ni puede 
hablarse de arbitrio  contra legem, dado que el acogimiento al desistimiento entraña obligación 
indemnizatoria en todo caso, con renuncia del derecho a acudir al despido y obtener pronunciamiento 
judicial del que se derive la confirmación de la extinción sin indemnización alguna”. 
A conclusión distinta, sin embargo, parece razonable llegar en aquellos casos en que el empresario, 
a la hora de ejercitar formalmente una pretendida facultad de desistimiento, efectúe en la carta de 
notificación al trabajador de su decisión resolutoria imputaciones expresas de incumplimiento 
suficientemente graves y culpables como para constituir causa de despido disciplinario. Es evidente 
que, bajo tales circunstancias, el empresario no puede pretender estar ejercitando su facultad de 
desistimiento y abonar al trabajador exclusivamente la indemnización pactada o prevista en la ley 
para el mismo. Tales supuestos merecerán, en cambio, la calificación de despido disciplinario en tanto 
se hace claramente explícita la imputación al trabajador de determinados incumplimientos y la 
voluntad empresarial de extinguir por causa de los mismos. Ello no quiere decir que en el escrito de 
desistimiento el empresario no pueda hacer referencia a las circunstancias que han determinado su 
pérdida de confianza: lo que no puede hacer es invocar motivos disciplinarios, a menos que pretenda 
efectuar un despido.     
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1.4.3 Presupuestos formales 
El art. 11.1. RDPAD es bastante parco al respecto. La única exigencia al respecto es que el 
desistimiento sea “comunicado por escrito, debiendo mediar un preaviso en los términos fijados en el 
artículo 10.1”. 
Aunque no venga exigido por el artículo 11.1 RDPAD, resulta imprescindible que el escrito de 
desistimiento indique la fecha o momento que éste deber surtir efectos. Dicha fecha, con carácter 
general, constituirá la fecha en que se podrá tener por extinguido el contrato de trabajo y la que 
determinará el inicio del plazo para el ejercicio por el trabajador de las acciones judiciales que pudiese 
entablar. Dicha fecha de efectos puede ser la de la propia recepción del escrito por el trabajador, o 
una posterior a la de su recepción. 
Por lo que respecta a la comunicación al trabajador del escrito de desistimiento, se le debe notificar 
por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción por el destinatario, ya que, al igual 
que el despido disciplinario, el desistimiento es una declaración de voluntad de carácter recepticio. 
El deber de preaviso 
Se trata de que el alto directivo conozca con suficiente antelación la próxima extinción de su 
contrato de trabajo para que pueda preparar su salida del mercado de trabajo o ejercer sus opciones 
de recolocación profesional. 
Por lo que respecta a la duración legal de período de preaviso, tal y como está redactado el Art. 
10.1 RDPAD, se desprende claramente que las duraciones establecidas de tres y seis meses 
constituyen un tope mínimo y  un máximo, por lo que, dentro de esos límites,  las partes podrán 
acordar contractualmente una duración concreta. Incluso nada impediría que las partes pactasen la 
no necesidad del preaviso para proceder al desistimiento ya que, como se ha dicho, el preaviso es un 
elemento accesorio del que hasta el empresario puede prescindir unilateralmente, siempre que lo 
sustituya por la indemnización del art. 11.1 RDPAD. 
Ello no obstante, y como posibilidad teórica no debe existir reparo en que el preaviso se efectúe 
verbalmente, máxime si se tiene en cuenta su carácter accesorio. Ahora bien, es evidente que, en tal 
caso, el empresario deberá correr con la difícil carga de la prueba de su realización, pues, de lo 
contrario, deberá abonar igualmente la indemnización sustitutiva. 
1.4.4 Efectos del desistimiento: extinción e indemnización     
El Art. 11.1  RDPAD atribuye claramente dos efectos al desistimiento efectuado por el empresario: 
la extinción del contrato de alta dirección y el nacimiento del derecho del alto directivo a las 
indemnizaciones pactadas en el contrato y, en su defecto, a una indemnización de siete días de salario 
por año de servicio con el límite de seis mensualidades.  
La indemnización será exigible por el alto directivo desde el mismo momento en que el 
desistimiento produzca sus efectos extintivos sobre la relación laboral. 
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Seguramente, a través del establecimiento de una indemnización de tan escasa cuantía, la norma 
pretende, más aquí que en otros supuestos, la concertación de pactos indemnizatorios de carácter 
individual destinados a mejorar la cantidad reglamentaria. Y, de hecho, es relativamente frecuente en 
la práctica contractual de alta dirección la inserción contractual de estipulaciones de tal naturaleza y 
fines para los supuestos de desistimiento del empresario. 
Además de dichos efectos, inherentes al desistimiento del empresario, accidentalmente pueden 
acontecer otros como la obligación empresarial de abonar los salarios correspondientes al período de 
preaviso incumplido (art. 11.1 párrafo 2º RDPAD) y/o el nacimiento del derecho del trabajador a optar 
por la reanudación de una previa relación laboral de origen que hasta entonces se hallaba suspendida 
(art. 9.3. RDPAD). 
El desistimiento tiene carácter irrevocable. La retractación, ya se reproduzca antes o después del 
acto de conciliación, no puede revitalizar el vínculo laboral, a menos que el trabajador la acepte. El 
fundamento de tal conclusión es que, si la comunicación del desistimiento extingue el contrato de 
trabajo, el empresario no puede unilateralmente dejarla sin efecto, obligar al trabajador a reanudar la 
relación laboral, y privarle de los derechos que se decisión haya originado. 
1.4.5 Aspectos procesales: impugnación del desistimiento y reclamación de la indemnización 
1.4.5.1 La impugnación del desistimiento 
El ordenamiento laboral no atribuye acción al alto directivo específicamente diseñada para 
impugnar el desistimiento ni la LPL habilita, en consecuencia, modalidad procesal alguna para la 
sustentación de este tipo de pretensiones. 
El proceso que el alto directivo debiera instar para la sustentación de dicha pretensión es el 
ordinario de los arts. 80 y siguientes de la LPL. 
Ahora bien si lo que se va a cuestionar es el carácter especial de la relación laboral, entonces el 
desistimiento deberá ser impugnado a través del procedimiento  correspondiente al despido 
disciplinario (arts. 103 y siguientes LPL). Pues, con independencia de la calificación jurídica que las 
partes le hayan atribuido a la relación laboral, el trabajador ha de hacer valer la pretensión de que 
declare improcedente la extinción sin justa causa de la relación laboral ordinaria que le vinculaba con 
el empleador. 
Si lo que se reclama es la indemnización, estaremos ante una reclamación de cantidad, y el proceso 
que habrá de seguirse es el ordinario de los arts. 80 de la LPL.  
1.4.5.2 La reclamación de la indemnización 
El alto cargo tendrá derecho a las siguientes indemnizaciones: 
1) A una equivalente a los salarios correspondientes a la duración del período de preaviso 
incumplido, cuando el empresario no haya respetado esta obligación (art. 10.1 RD 1382/1985). 
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2) En todo caso, a las indemnizaciones pactadas en el contrato. Si no se hubieran pactado, la 
indemnización será la equivalente a siete días del salario en metálico por año de servicio, con el límite 
de seis mensualidades. 
El trabajador podrá reclamar las indemnizaciones por desistimiento del contrato aunque 
previamente hubiese reclamado ante la jurisdicción, por entender que se había producido un despido 
nulo o improcedente, y su demanda se haya desestimado por sentencia firme. 
En este supuesto, no cabe apreciar cosa juzgada porque la acción por despido improcedente o nulo 
es distinta en cuanto a la petición y al título o causa de pedir a la acción de reclamación de 
indemnizaciones por desistimiento. Tampoco cabe que se le obligue a acumular ambas acciones, pues 
la prohibición de acumular a otras la acción de despido en un mismo juicio alcanza en principio a la 
acción de reclamación de indemnizaciones por fin de contrato del art. 11 RD 1382/1985 (STS 20-10-
1998 [RJ 1998, 8909]). ● 
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3. DERECHOS DE AUDIENCIA, INFORMACIÓN Y CONSULTA 
Se entiende por consulta «el intercambio de opiniones y la apertura de un diálogo entre el 
empresario y el comité de empresa sobre una cuestión determinada, incluyendo, en su caso, la 
emisión de informe previo por parte del mismo» (art.64.1 ET). Normalmente el ejercicio del derecho 
de consulta requiere información previa (por ello se habla con frecuencia de derecho de los 
representantes a ser informados y consultados), y en algunas ocasiones entraña, en efecto, el derecho 
de emitir informe. Son competencias que no coinciden, por otra parte, con las facultades de audiencia 
de los representantes sindicales. 
